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REGIÓN JUDICIAL DE SAN JUAN-CAGUAS 
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Recurrido 

 
v. 
 

PEDRO  
VALENTÍN CABÁN 

 
Peticionario 

 
 
 
 

KLCE201601100 

Certiorari procedente del  
Tribunal de Primera Instancia, 
Sala Superior de Arecibo. 
 
Criminal Núm.:  
C VI2012G-0037; 
C LA2012G-0441-442; 
C OP2012G-0025; 
C BD2012G-0466; 
C IC2012G-0029 
  
Sobre: Art. 106 CP-Asesinato 
en 2do. Grado; Arts. 5.04 y 
5.06-Ley de Armas; Arts. 249 
99 y 122CP  

Panel integrado por su presidenta, la Juez Fraticelli Torres, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Ramos Torres 
 
Ortiz Flores, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece por derecho propio el señor Pedro Valentín Cabán (Sr. 

Valentín Cabán; peticionario) mediante un escrito titulado Moción 

Apelativa sobre Solicitud de Sentencia Extralimitada en su 

Dictaminación(sic); Reconsideración o Concurrencia, acogido como 

recurso de certiorari. El peticionario nos solicita que revisemos una orden 

del Tribunal de Primera Instancia, Sala de Arecibo (TPI), la cual declaró 

no ha lugar una solicitud de modificación de sentencia.  

Adelantamos que se deniega la expedición del auto de certiorari 

sin trámite ulterior bajo lo dispuesto en la Regla 7 (B) (5) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 7 (B) (5).1  

I 

El Sr. Valentín Cabán expuso en el referido escrito ante nosotros 

que se encuentra detenido en la Institución Guayama 296, bajo la 

custodia física y legal del Departamento de Corrección, cumpliendo una 

sentencia impuesta por el TPI por la comisión de delitos bajo el Artículo 

                                                 
1
 Esta regla nos permite ―prescindir de términos no jurisdiccionales, escritos, 

notificaciones o procedimientos específicos en cualquier caso ante [nuestra] 
consideración, con el propósito de lograr su más justo y eficiente despacho‖. 
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5.04 de la Ley de Armas (C LA2012G0441) con una pena de 20 años de 

reclusión, por el Artículo 5.06 de la Ley de Armas (C LA2012G0442) con 

una pena de 10 años de reclusión y por el Artículo 106 del Código Penal 

en segundo grado (C VI2012G0037) con una pena de reclusión de 25 

años, a cumplirse de forma consecutiva entre sí para un total de 55 

años de reclusión. Expone que hizo alegación de culpabilidad por 

esos delitos. Añade que presentó una moción de modificación de 

sentencia el 5 de mayo de 2016, la cual fue declarada No Ha Lugar por el 

foro sentenciador el 18 de mayo de 2016.  

Inconforme, el peticionario acude ante nosotros con el escrito titulado 

Moción Apelativa sobre Solicitud de Sentencia Extralimitada en su 

Dictaminación(sic); Reconsideración o Concurrencia presentado el 9 de 

junio de 2016 que acogemos como recurso de certiorari, y nos solicita que 

revisemos la orden recurrida para que se le aplique a su sentencia el 

principio de favorabilidad bajo el Art. 4 de la Ley Núm. 246-2014.  

El Sr. Valentín Cabán no señala un error en particular, en su 

escrito ante nosotros, sobre la denegatoria de su solicitud de modificación de 

sentencia. El peticionario se limita a argumentar que se debe reducir su 

sentencia bajo el principio de favorabilidad a los fines de atemperar la 

pena impuesta por las infracciones a la Ley de Armas y al Código Penal 

sobre las cuales hizo alegación preacordada de culpabilidad. También 

argumentó sobre la aplicabilidad de la imposición de penas más benignas 

bajo el Código Penal, que incluyen una sentencia fraccionada, restricción 

terapéutica y sentencia suspendida, y sobre la aplicabilidad de las 

disposiciones de concurso de delitos a su sentencia. 

II 

A. Alegaciones Preacordadas 
 
La Regla 72 de las de Procedimiento Criminal, 34 L.P.R.A. Ap. II, 

R. 72, establece el trámite a seguir en los casos en que medien 

alegaciones preacordadas entre la defensa del imputado y el Ministerio 

Público. Según esta regla, una alegación de culpabilidad puede ser el 
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producto de una negociación entre el Ministerio Público y el abogado del 

imputado por medio de la cual el acusado se declara culpable a cambio 

de ciertos beneficios que el Estado le concede. Pueblo v. Santiago 

Agricourt, 147 D.P.R. 179, 194 (1998). El Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha enfatizado los beneficios de las alegaciones de culpabilidad para 

el sistema de justicia criminal. Id. Cuando un acusado se declara 

culpable, el Estado no solo queda relevado de celebrar un procedimiento 

criminal que puede ser extenso y costoso, sino que mediante estos 

acuerdos se logran aliviar los cargados calendarios de los tribunales; y 

con ello, los acusados pueden ser enjuiciados dentro de los términos 

requeridos por el ordenamiento procesal penal. Id., págs. 194-195. En fin, 

la jurisdicción federal y la puertorriqueña no solo han sostenido la validez 

constitucional del mecanismo procesal de la alegación preacordada, sino 

que han reconocido que es una práctica de gran utilidad que debe ser 

fomentada. Id., pág. 195.2  

La alegación preacordada, además, requiere la aceptación del 

tribunal para que tenga efecto jurídico. Es decir, ―el acuerdo de 

voluntades entre el imputado y el Estado depende- para su consumación- 

de la aprobación final del tribunal‖. Pueblo v. Figueroa García, 129 D.P.R. 

798, 806 (1992).   

Conforme con lo dispuesto en el inciso siete de la Regla 72, supra, 

“cuando se presenta el acuerdo ante el tribunal, el juez tiene que 

ponderar si acepta o rechaza la alegación de culpabilidad mediante una 

evaluación de si: (1) la alegación fue hecha con pleno conocimiento, 

conformidad y voluntariedad del imputado; (2) esta es conveniente a una 

sana administración de la justicia, y (3) se logró conforme a derecho y a la 

ética‖. Pueblo v. Pérez  Adorno, 178 D.P.R. 946, 957 (2010). Por tanto, 

"[s]i el acuerdo no satisface estos requisitos, entonces el juez tiene que 

rechazarlo‖. Id. El juez debe cerciorarse de que existe una base suficiente 

en los hechos para sostener que el acusado resultaría culpable más allá 

                                                 
2
 Véase, además, Boykin v. Alabama, 395 U.S. 238, 242-244 (1969); Pueblo v. Marrero 

Ramos, Rivera López, 125 D.P.R. 90, 96 (1990). 
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de duda razonable en caso de llevarse a cabo un juicio en su fondo. 

Pueblo v. Santiago Agricourt, supra, pág. 194. 

La norma reiterada es que ―una vez el tribunal acepta el 

acuerdo, este queda ‘consumado’‖. Pueblo v. Pérez Adorno, supra. Por 

otro lado, ―antes de que el tribunal haya aceptado el acuerdo, cualquiera 

de las partes puede retirar su oferta‖. Id. Sin embargo, “cuando el 

tribunal acepta el acuerdo y el acusado hace la correspondiente 

alegación de culpabilidad, las partes no pueden retirar lo acordado, 

por lo que cualquier intento a tales efectos es un incumplimiento del 

acuerdo‖. Id. (Énfasis nuestro). Véase, E. L. Chiesa Aponte, Derecho 

Procesal Penal de Puerto Rico y Estados Unidos, v. III, págs. 294–295 

(Ed. Forum 1993).  

El Tribunal Supremo ha establecido que existe una  ―diferencia 

entre un acuerdo refrendado por el tribunal y uno que no goza de esta 

aceptación‖, como sigue: 

Cuando el acuerdo es aceptado por el tribunal y el acusado 
hace alegación de culpabilidad, las partes están vinculadas 
por lo pactado. Esto responde a que con la aceptación del 
acuerdo y la alegación de culpabilidad, el acusado renuncia 
a derechos constitucionales valiosos como es el derecho a 
que se pruebe su culpabilidad más allá de duda razonable y 
a un juicio en su fondo, entre otros. Véase Pueblo v. 
Figueroa García, supra, pág. 807. Por lo tanto, una vez el 
tribunal acepta el acuerdo y el acusado hace la 
alegación de culpabilidad, quedan implicados los 
derechos constitucionales del acusado. Pueblo v. Pérez  
Adorno, supra, pág. 958. (Énfasis nuestro). 

 
B. Principio de favorabilidad bajo la Ley Núm. 246-2014  

El principio de favorabilidad se encuentra estatuido en el Artículo 4 

del Código Penal de 2012.3 Este establece en su inciso (b) que —aun 

                                                 
3
 El Artículo 4 dispone lo siguiente:  

La ley penal es la vigente al momento de la comisión de los hechos. 
La ley penal tiene efecto retroactivo en lo que favorezca a la persona imputada de 
delito. en consecuencia, se aplican las siguientes normas: 
(a) Si la ley vigente al tiempo de cometerse el delito es distinta de la que exista al 
procesar al imputado o al imponerle la sentencia, se aplicará siempre la ley más 
benigna. 
(b) Si durante el término en que la persona está cumpliendo la sentencia entra en 
vigor una ley más benigna en cuanto a la pena o al modo de ejecutarla, se 
aplicará retroactivamente. 
(c) Si durante el término en que la persona está cumpliendo la sentencia entra en 
vigor una ley que suprime el delito, o el Tribunal Supremo emite una decisión que 
despenalice el hecho, la pena quedará extinguida y la persona liberada, de estar 
recluida o en restricción de libertad. 
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cuando la ley penal aplicable es la vigente al momento de la comisión de 

los hechos— esta tendrá un efecto retroactivo, ―[s]i durante el término 

en que la persona está cumpliendo la sentencia entra en vigor una 

ley más benigna en cuanto a la pena o al modo de ejecutarla (…)‖. 33 

L.P.R.A. sec. 5004(b). El Alto Foro ha avalado que la fórmula para 

determinar la ley más favorable al imputado es mediante la 

comparación de ambos estatutos —el vigente al momento de los 

hechos y el nuevo— y, entonces, aplicar el que produzca un resultado 

más favorable para el acusado. Pueblo v. Torres Cruz, 2015 TSPR 147, a 

la pág. 8, 194 D.P.R. __ (2015). Ello es así porque este principio de rango 

estatutario establece que si una ley penal favorece al imputado de delito 

procede la aplicación retroactiva. Pueblo v. Hernández García, 186 D.P.R. 

656, 673 (2012); Pueblo v. González, 165 D.P.R. 675, 686 (2005).  

De acuerdo con la doctrina, el principio de favorabilidad opera 

cuando el legislador hace una nueva valoración de la conducta 

punible, y excluye o disminuye la sanción penal. Pueblo v. González, 

supra, pág. 685. Sobre la aplicabilidad del principio de favorabilidad, la 

tratadista Nevares Muñiz indica que ―aplicará a conducta delictiva 

realizada a partir del 1 de septiembre de 2012 cuando se apruebe una ley 

que sea más favorable que el Código Penal según vigente al momento de 

aprobación de la ley posterior con respecto a la situación de la persona‖.4 

Así lo reafirma el profesor Chiesa Aponte al manifestar que el principio de 

favorabilidad ―opera aun cuando la ley más benigna es aprobada luego de 

sentenciado el acusado […] [y] cuando el hecho cometido por el acusado 

ha sido descriminalizado en virtud de una ley o decisión judicial posterior, 

independientemente de que el convicto ya estuviera cumpliendo su 

condena‖.5 

                                                                                                                                     
En estos casos los efectos de la nueva ley o de la decisión judicial operarán de 
pleno derecho. 33 L.P.R.A. sec. 5004. 

4
 D. Nevares Muñiz, Derecho Penal Puertorriqueño, 7ª ed. rev., Instituto para el 

Desarrollo del Derecho, Inc., 2015, pág. 102. 
5
 L.E. Chiesa Aponte, Derecho Penal Sustantivo, 2ª ed., Publicaciones JTS, 2006, pág. 

61.   
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De otra parte, nuestro derecho estatutario también contempla las 

cláusulas de reserva. Al aprobarse el Código Penal de 2012, que 

derogó el Código Penal de 2004, el legislador incluyó en el Artículo 

303 una cláusula de reserva, la cual estatuyó lo siguiente:  

La conducta realizada con anterioridad a la vigencia de 
este Código en violación a las disposiciones del Código 
Penal aquí derogado o de cualquier otra ley especial de 
carácter penal se regirá por las leyes vigentes al 
momento del hecho.  
 
El cambio de nombre de un delito no significa que el tipo 
delictivo ha quedado suprimido. (Énfasis nuestro.)  33 
L.P.R.A. sec. 5412.6 
 
A través de las cláusulas de reserva, el legislador impide 

expresamente la aplicación retroactiva de una ley penal posterior y 

limita el principio de favorabilidad. Pueblo v. González, supra, pág. 

707. El Tribunal Supremo de Puerto Rico interpretó el principio de 

favorabilidad, junto con la cláusula de reserva y estableció lo siguiente:  

La interpretación lógica y razonable de todas las 
disposiciones estatutarias aquí en controversia es a los 
efectos de que la cláusula de reserva contenida en el 
Artículo 308 del Código de 2004, la cual constituye una 
limitación al principio de favorabilidad contenido en el 
Artículo 4 del Código de 1974, impide que el nuevo Código 
pueda ser aplicado retroactivamente como ley penal más 
favorable.   
 
Ello así, ya que la disposición, a esos efectos, del Artículo 
308 no viola precepto constitucional alguno ya que, según 
hemos expresado, el principio sobre la aplicación retroactiva 
de la ley penal más favorable no tiene rango constitucional, 
quedando dentro de la discreción del legislador la 
imposición de restricciones a este principio. Dicho de otra 
forma, la aplicación retroactiva del Código Penal en cuanto 
pueda favorecer al acusado queda dentro de la discreción 
de la Asamblea Legislativa, por lo cual el acusado 
peticionario en el presente caso no tiene un derecho 
constitucional a la aplicación retroactiva del mismo. Pueblo 
v. González, supra, págs. 707-708. 

 

                                                 
6
 La Ley Núm. 246-2014 enmendó este artículo como sigue: 

 
La conducta realizada con anterioridad a la vigencia de este Código en violación 
a las disposiciones del Código Penal aquí derogado o de cualquier otra ley 
especial de carácter penal se regirá por las leyes vigentes al momento del 
hecho. 
Si este Código suprime algún delito no deberá iniciarse el encausamiento, las 
acciones en trámite deberán sobreseerse, y las sentencias condenatorias 
deberán declararse nulas y liberar a la persona. Sólo se entenderá que un delito 
ha sido suprimido cuando la conducta imputada no constituiría delito alguno bajo 
este Código. El hecho de que se le cambie el nombre o denominación a un 
delito, o que se modifique la tipificación del mismo no constituirá la supresión de 
tal delito. 
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C. Concurso de delitos 

La teoría sobre el concurso de delitos se refiere a la imposición de 

penas múltiples por un mismo acto u omisión. Pueblo v. Feliciano 

Hernández, 113 D.P.R. 371, 374 (1982).  

Específicamente, los Artículos 78 y 79 del Código Penal de 2004, 

33 L.P.R.A. sec. 4629 y ss., regulaban lo relacionado a la figura del 

concurso de delitos. El Artículo 78 del Código Penal de 2004 disponía 

como sigue: 

Cuando sean aplicables a un hecho dos o más 
disposiciones penales, cada una de las cuales valore 
aspectos diferentes del hecho [concurso ideal] o cuando uno 
de estos es medio necesario para realizar el otro [concurso 
medial], se condenará por todos los delitos concurrentes, 
pero sólo se impondrá la pena del delito más grave, 
seleccionada de la mitad superior del intervalo de la pena. 
(Énfasis nuestro) 33 L.P.R.A. sec. 4706. 
 
Esa disposición de ley proscribía la multiplicidad de castigos 

cuando la misma conducta infringe más de una disposición penal. De este 

modo, tenemos que a los fines de determinar si aplica la defensa de 

concurso de delitos hay que atender a la unicidad del acto. Esto es, 

cuando una misma actuación infrinja simultáneamente varias 

disposiciones legales aplicará la protección de concurso de delitos. 

Pueblo v. Santiago, 160 D.P.R. 618, 630-631 (2003). 

Como la ocurrencia de un solo hecho material supone una unidad 

de decisión criminal y a veces los diferentes preceptos concurrentes 

poseen alguna zona común (círculos secantes), las legislaciones no 

acostumbran a permitir la suma de todas las penas, sino solo la 

agravación de la pena más grave. D. Nevares Muñiz, Nuevo Código 

Penal de Puerto Rico, 3ra. Ed. San Juan, Instituto para el Desarrollo del 

Derecho Inc., 2008, pág. 111. 

De otra parte, el Artículo 79 del Código Penal de 2004 dispone 

sobre el concurso real de delitos que ―[c]uando alguien haya realizado 

varios delitos que sean juzgados simultáneamente, cada uno de los 

cuales conlleva su propia pena, se le sentenciará a una pena 

agregada...‖. 33 L.P.R.A. sec. 4707. La Profesora Nevares destaca que el 
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concurso real se trata como una figura procesal que requiere que se 

juzgue el actor en un mismo proceso por todos los delitos que cometió. D. 

Nevares Muñiz, Derecho Penal Puertorriqueño, 5ta. Ed. San Juan, 

Instituto para el Desarrollo del Derecho Inc., 2005, pág. 354. 

Para aplicar el tratamiento del Artículo 79 se requiere lo siguiente: 

(1) la identidad del sujeto activo; (2) la comisión por ese sujeto de varios 

delitos independientes entre sí; (3) un juicio simultáneo según las Reglas 

de Procedimiento Criminal; y (4) que una disposición especial no prohíba 

la formación de la pena agregada. Pueblo v. Álvarez Vargas, 173 D.P.R. 

587, 595-596 (2008). 

D. Auto de Certiorari 

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones establece 

los siete criterios que el tribunal tomará en consideración al determinar la 

expedición de un auto de certiorari. Estos son:   

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
   

B. Si la situación de hechos planteada es la más indicada 
para el análisis del problema.  
  

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal 
de Primera Instancia. 

 

D. Si el asunto planteado exige consideración más detenida 
a la luz de los autos originales, los cuales deberán ser 
elevados, o de alegatos más elaborados. 
   

E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 
es la más propicia para su consideración. 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio. 
   

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 
evita un fracaso de la justicia.  4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 
40. 

 
La Regla 40, supra, le concede discreción a este Tribunal de 

Apelaciones para determinar si expide un auto de certiorari. Es 

norma reiterada que los foros apelativos no deben intervenir con las 

determinaciones de los tribunales de instancia, ―salvo que se 

demuestre que hubo un craso abuso de discreción, o que el tribunal 
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actuó con prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo, y que [la] intervención en esa etapa evitará un 

perjuicio sustancial‖. Lluch v. España Service Sta., 117 D.P.R. 729, 745 

(1986).  

Por tanto, la discreción judicial ―no se da en un vacío ni en 

ausencia de otros parámetros‖, sino que el tribunal revisor debe ceñirse a 

los criterios antes transcritos. Si luego de evaluar los referidos criterios, el 

tribunal no expide el recurso, el tribunal puede fundamentar su 

determinación de no expedir, mas no tiene obligación de hacerlo. Rivera 

Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 D.P.R. 580, 596 (2011).   

A la luz de la normativa expuesta, pasemos a disponer 

concretamente del caso ante nuestra consideración. 

III 

Surge del recurso ante nosotros que el Sr. Valentín Cabán se 

encuentra cumpliendo una sentencia como consecuencia de una 

alegación preacordada y que el TPI declaró no ha lugar su solicitud 

para que se modificara la misma conforme a las enmiendas al Código 

Penal sobre el principio de favorabilidad y las enmiendas a las 

disposiciones sobre concurso de delitos, y las disposiciones sobre la 

imposición de una sentencia fraccionada  o suspendida. 

En apoyo a su reclamo expuso que se debe reducir su sentencia 

bajo el principio de favorabilidad dispuesto en el Art. 4 de la Ley Núm. 246-

2014, con el argumento de que el foro sentenciador debió imponer una 

sentencia razonable por haber hecho alegación de culpabilidad.  

En cuanto a la alegación preacordada, surge de una búsqueda en el 

Portal de la Rama Judicial y de una Consulta de Casos del Sistema de 

Datos de la Rama Judicial que el Sr. Valentín Cabán hizo alegación 

preacordada en los casos criminales número C LA2012G0441 y 442 por dos 

cargos bajo el Artículo 5.04 de la Ley de Armas (Portación y uso de armas 

de fuego sin licencia), C VI2012G0037 por el Artículo 106 del Código Penal 
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(Asesinato en segundo grado), y se dictó sentencia en esos casos el 10 de 

octubre de 2012; en esa misma fecha, el 10 de octubre de 2012, el Sr. 

Valentín Cabán también hizo alegación de culpabilidad en los casos 

criminales C BD2012G0466 por el Artículo 199 del Código Penal (Robo 

Agravado), C OP2012G0025 por el Artículo 249 del Código Penal 

(Conspiración), y C IC2012G0029 por el Artículo 122 del Código Penal 

(Agresión Grave), incluidos en el epígrafe del recurso ante nosotros, y que el 

TPI le impuso penas de reclusión de 15 años y 1 día, 3 años y 1 año 

concurrentes.  

Como ya hemos señalado, cuando el acuerdo contenido en la 

alegación preacordada es aceptado por el tribunal y el acusado hace 

alegación de culpabilidad, las partes están vinculadas por lo pactado. 

Pueblo v. Pérez Adorno, supra. Claro, la mera alegación preacordada no 

priva a un confinado del beneficio que le provee el principio de 

favorabilidad, salvo que una cláusula de reserva lo impida. 

Como cuestión de derecho, en cuanto a la solicitud de modificación 

de la sentencia bajo el principio de favorabilidad, la norma es clara a los 

fines de que el Artículo 303 del mismo código contiene una cláusula de 

reserva la cual provee que la conducta realizada con anterioridad a la 

vigencia del Código Penal de 2012 en violación a las disposiciones del 

Código Penal de 2004 o de cualquier otra ley especial de carácter penal se 

regirá por las leyes vigentes al momento de los hechos delictivos. 

Luego de examinar detenidamente lo expuesto por el Sr. 

Valentín Cabán en su escrito ante nosotros y bajo el derecho 

aplicable antes esbozado, resolvemos que el peticionario no logró 

establecer que el Tribunal de Primera Instancia haya abusado de su 

discreción o aplicado de forma errada el derecho o actuado de 

manera arbitraria, con pasión, prejuicio o parcialidad al denegar su 

solicitud de modificación de sentencia bajo la Regla 192, supra. En 

consideración a lo antes expuesto, la determinación recurrida merece 

nuestra deferencia. No habiéndonos colocado el peticionario en posición 
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de sostener alguno de los fundamentos de la Regla 40 de nuestro 

Reglamento, supra, a los fines de atender el recurso, procede denegar su 

expedición.   

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos y que hacemos formar parte 

de este dictamen, se deniega la expedición del auto de certiorari. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


